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DICTAMEN DE 23 DE ABRIL DE 2018 SOBRE PROYECTO DE DECRETO FORAL DEL CONSEJO DE GOBIERNO FORAL DE REGULACIÓN DEL CONTENIDO, APROBACIÓN, VIGENCIA, REVISIÓN Y SEGUIMIENTO DE LOS PLANES TÉCNICOS DE GESTIÓN FORESTAL SOSTENIBLE (PTGFS) Y DE LOS PLANES SIMPLES DE GESTIÓN FORESTAL SOSTENIBLE (PSGFS) EN EL TERRITORIO HISTÓRICO DE ÁLAVA
ANTECEDENTES
I - ANTECEDENTES DE HECHO

La Directora de Agricultura envió, con fecha 20 de noviembre de 2017, proyecto de decreto foral por el que se regula el contenido, la aprobación, la vigencia, la revisión y el seguimiento de los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible (PTGFS) y de los Planes Simples de Gestión Forestal Sostenible (PSGFS), para la emisión del preceptivo informe por parte de esta Comisión Consultiva.

A la petición del dictamen se acompañó la documentación que a continuación se detalla:

1. El proyecto de decreto foral por el que se regula el contenido, la aprobación, la vigencia, la revisión y el seguimiento de los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible (PTGFS) y de los Planes Simples de Gestión Forestal Sostenible (PSGFS).

2. Escrito del Jefe del Servicio de Montes, con el visto bueno de la Directora de Agricultura, explicativo de los motivos que justifican la nueva regulación.

3. Cuestionario para la valoración de propuestas normativas elaborado por el Jefe del Servicio de Montes, acreditativo de las normas que sirven de fundamento, del rango de la disposición, así como de la competencia material y orgánica. 

4. Anuncio publicado en el BOTHA nº 47, de 26 de abril de 2017, comunicando la apertura de un plazo de 15 días de audiencia e información pública. 
5. Alegaciones al proyecto de decreto foral presentadas por el Colegio Oficial de Biólogos de Euskadi y por la Asociación de Forestalistas de Álava.
6. Informe del Jefe del Servicio de Montes relativo al resultado del citado trámite de audiencia pública.
Posteriormente, con fecha 29 de noviembre de 2017, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 19 del Decreto Foral 40/1999, del Consejo de Gobierno Foral de 30 de marzo, que crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava aprobando su Reglamento Orgánico, el Presidente de dicho órgano consultivo solicitó a la Directora de Agricultura informe sobre los aspectos técnicos del citado proyecto de decreto foral, sobre las modificaciones que contiene respecto al Decreto Foral 61/2010 y sobre los motivos de ello.

Con fecha 14 de febrero de 2018 se ha remitido al Presidente de la Comisión Consultiva la siguiente documentación:

1. Texto del proyecto de decreto foral revisado

2. Informe complementario sobre el proyecto de decreto foral relacionado con los PTGFS y los PSGFS

En aras a velar por la conservación y desarrollo sostenible de todo tipo de bosques, la ordenación de los montes y de los recursos montanos y forestales del Territorio Histórico de Álava así como la determinación de la sucesión e intensidad de sus aprovechamientos se ha de realizar, según lo dispuesto en la Norma Foral 11/2007, de 26 de marzo de Montes, de acuerdo con los distintos instrumentos de ordenación y gestión previstos en ella, concretamente, los Planes de Ordenación de Recursos Forestales, los Proyectos de Ordenación de Montes y los Planes de Gestión Forestal Sostenible. De todas formas dicha Norma simplemente los menciona, no los define sino que posterga la fijación de sus bases y contenidos mínimos a un momento posterior.

Por todo ello, si bien para la primera de las herramientas, los Planes de Ordenación de Recursos Forestales, no se han dictado aún instrucciones específicas, sí que se elaboró en 2012 un Pliego de Condiciones Técnicas para la Ordenación de Montes de Álava con el objetivo de establecer los criterios generales y el contenido mínimo de los Proyectos de Ordenación de Montes, pero sin llegar a delimitar y concretar la superficie forestal a ordenar por ellos. Pese a ello, en la práctica, se están empleando dichos Proyectos para la ordenación de los montes públicos del Territorio Histórico de Álava.  

Por último, mediante Decreto Foral 61/2010 del Consejo de Gobierno de 14 de diciembre, dictaminado por esta Comisión Consultiva el 8 de septiembre de ese año, se aprobó el régimen de los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible (PTGFS) en el Territorio Histórico de Álava, instrumentos que aseguraban que los montes con ellos gestionados cumplían los criterios ambientales y sociales y los indicadores propios de la gestión forestal sostenible.

Ahora bien, el tiempo transcurrido desde la aprobación del citado Decreto, la experiencia adquirida en la gestión y tramitación de los PTGFS y la necesidad de agilizar su tramitación aconsejan dar una nueva redacción a la regulación del régimen de dichos Planes, acomodando y completando aspectos técnicos y administrativos.  Pero no sólo ello ya que, además, se introduce una nueva modalidad simplificada de planificación de montes de pequeña superficie del Territorio Histórico de Álava, denominada “Planes Simples de Gestión Forestal Sostenible", con la misma finalidad que los ya existentes Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible, pero referido a fincas forestales con una superficie ordenada de forma continua inferior a 20 hectáreas o superior a 35 hectáreas de forma discontinua.

El decreto proyectado consta de 7 artículos, una disposición transitoria, otra derogatoria y una final, reglamentando parcialmente una materia que, tanto en la Ley estatal 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes como en la Norma Foral 11/2007, de 26 de marzo, de Montes, se configura como uno de los pilares de la regulación de los espacios forestales.

II - CONSIDERACIONES JURÍDICAS.

1. Dictamen preceptivo de la Comisión Consultiva.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 149.1.23 de la Constitución española corresponde al Estado la competencia exclusiva para dictar la legislación básica en materia de montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias, en tanto que las Comunidades Autónomas ostentan las competencias de gestión en materia de montes y aprovechamientos forestales (artículo 148.18 de la Constitución).

Así, en el ámbito estatal, la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, en su artículo 32, bajo la rúbrica de la gestión forestal sostenible, dispone que los montes deben ser gestionados de forma sostenible, integrando los aspectos ambientales con las actividades económicas, sociales y culturales y, conforme a lo dispuesto en el artículo 33, las Administraciones Públicas, en nuestro caso la Diputación Foral de Álava, impulsarán técnica y económicamente la ordenación de todos los montes.

Añade el apartado 2 del citado artículo 32 que el contenido mínimo de los instrumentos de ordenación y aprovechamiento de los montes será determinado en unas directrices básicas comunes que deberá aprobar el Gobierno, -las cuales no han sido aprobadas pese a haber transcurrido catorce del plazo de quince años establecido para ello en la disposición transitoria segunda de dicha Ley -, y en el apartado 3 faculta a las comunidades autónomas para aprobar las instrucciones de ordenación y aprovechamiento de montes.  

Asimismo el apartado 4 del citado artículo 32 de la Ley de Montes dispone que el órgano autonómico competente podrá aprobar modelos tipo de gestión forestal para aquellos montes cuyas características así lo permitan, aclarando su disposición adicional sexta que la referencia hecha en el texto de la Ley a las Comunidades Autónomas ha de entenderse hecha a los órganos forales de los Territorios Históricos del País Vasco.

Por su parte, el Estatuto de Autonomía del País Vasco, aprobado mediante Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, dispone en su artículo 10.8 que "la Comunidad Autónoma del País Vasco tiene competencia exclusiva en materia de montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.23ª de la Constitución".

En relación con el precepto anterior, la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos, señala en su artículo 7.9 como competencia exclusiva de los Órganos Forales, "montes, aprovechamientos, servicios forestales, vías pecuarias y pastos, guardería forestal y conservación y mejora de los suelos agrícolas y forestales", teniendo como límite material lo dispuesto en la legislación básica en dichas materias.

Sobre la base del referido reparto competencial, las Juntas Generales de Álava aprobaron la Norma Foral 11/2007, de 26 de marzo, de Montes, la cual, al definir, en su artículo 1, el objeto de la misma, señala que "tiene por objeto establecer los fines y el régimen jurídico aplicable a los montes y a todos sus usos y aprovechamientos en el Territorio Histórico de Álava".  

Más concretamente, su artículo 34, relativo a los instrumentos de ordenación, gestión y certificación forestal, determina que la ordenación de los montes y la determinación de la sucesión e intensidad de sus aprovechamientos se realizará de acuerdo con los instrumentos de ordenación y gestión, consistentes en Planes de Ordenación de Recursos Forestales y Proyectos de Ordenación de Montes con criterio de gestión forestal sostenible. Dispone, asimismo, que los aprovechamientos maderables obtenidos en montes regulados en planes de ordenación o planes técnicos de gestión forestal sostenible podrán ser objeto de los procedimientos de garantía que ofrecen los sistemas de certificación forestal sostenible. A este respecto, atribuye al departamento competente en materia de montes de la Diputación Foral de Álava la determinación y aprobación de las bases y contenidos mínimos que deberán incluir los instrumentos de ordenación y gestión, facultándole para establecer los casos en los que proceda la redacción de dichos instrumentos de planificación forestal.

En cumplimiento de los anteriores mandatos, el Consejo de Gobierno Foral aprobó en 2010 un decreto foral por el que se establecieron las disposiciones generales reguladoras del contenido, la aprobación, la vigencia, la revisión y el seguimiento de los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible (PTGFS), disposición normativa que no se circunscribía únicamente a aprobar las instrucciones de ordenación de las superficies forestales sino que contenía una serie de preceptos donde se incorporaba un desarrollo reglamentario mínimo de la Norma Foral de Montes, orientado a posibilitar la aplicación de las instrucciones. Así, se desarrollaba reglamentariamente la Norma Foral de Montes y se establecían normas procedimentales para la tramitación y aprobación de uno de los instrumentos de ordenación forestal. 

Aun así, pese a que, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 34 de la Norma Foral de Montes, se articuló la aprobación del contenido de los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible a través del citado decreto del Consejo de Gobierno Foral, dos años después, en 2012, bajo el título  “Pliego de Condiciones Técnicas para la Ordenación de Montes de Álava”, se elaboró un documento que establecía los criterios generales y el contenido mínimo de otro instrumento de ordenación forestal, los Proyectos de Ordenación de Montes en Álava, pero sin llegar a refrendar dicho documento a través de disposición normativa alguna.  Dicho cambio de proceder llama mucho la atención, con más razón si se tiene en cuenta que en el mencionado pliego de condiciones técnicas no se da razón o motivo alguno que justifique su no ratificación a través de una disposición foral. 

En todo caso, tanto el Decreto 61/2010 como el Pliego de Condiciones Técnicas para la Ordenación de Montes de Álava tenían por finalidad llevar a cabo el desarrollo reglamentario parcial de la Norma Foral de Montes en lo relativo a las instrucciones generales de ordenación a través de los Planes Técnicos y los Proyectos de Ordenación así como regular la elaboración y dichos instrumentos de ordenación y gestión forestal.  Lo mismo sucede con el proyecto normativo sometido a consideración de esta Comisión, en el que se configuran los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible como instrumento aplicable para montes públicos y privados, se incorpora un nuevo tipo de instrumento de ordenación denominado “Plan Simple de Gestión Forestal Sostenible” así como normas procedimentales para la tramitación y aprobación de dichos Planes de Gestión.

En este sentido, este Órgano consultivo ya reconoció la naturaleza reglamentaria del desarrollo de los distintos instrumentos de ordenación forestal, en su dictamen de 8 de septiembre de 2010, al concluir que el proyecto de decreto foral sometido a dictamen consistía en el desarrollo reglamentario de los contenidos de la Norma Foral 11/207,  de Montes.  Asimismo manifestó que las instrucciones de los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible, aprobadas mediante Decreto Foral 61/2010, “no resultan de aplicación a los otros instrumentos de planificación forestal (planes de ordenación y proyectos de ordenación) previstos en la normativa estatal y foral y para los cuales no se han dictado aún instrucciones específicas.

En consecuencia, queda abierta la posibilidad de que la Diputación Foral regule las bases y el contenido mínimo que hayan de incluir otros instrumentos de ordenación y gestión puesto que, como decimos, esta regulación reglamentaria se ciñe exclusivamente al establecimiento de las bases y contenido mínimo de uno de los instrumentos de ordenación contemplados en la normativa, los PTGFS.”

Lo anteriormente expuesto sirve, por un lado, para confirmar, tal y como han entendido también otros órganos consultivos, -tales como el de Castilla-La Mancha en su Dictamen 117/2011, de 18 de mayo, el de Aragón en su Dictamen 3/2012, de 6 de marzo, el de Galicia en su Dictamen 194/2014, de 26 de marzo, del Consello Consultivo Galicia o el de Valencia en su Dictamen 165/2013 de 27 de marzo-,el carácter reglamentario del decreto proyectado por desarrollar el contenido de diversos preceptos de la Norma Foral 11/2007, de 26 de marzo, de Montes.  Por otro lado, para eliminar cualquier atisbo de duda que pudiera existir en torno a la  naturaleza de la potestad que ejerce la Diputación Foral de Álava al elaborar y tramitar dicho decreto.

Al respecto conviene señalar que existe una consolidada jurisprudencia en el sentido de que los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales y los Planes Rectores de Uso y Gestión, y, en general, las disposiciones de carácter general sobre planificación de los recursos naturales y protección de los espacios naturales, no requieren de dictamen del Consejo de Estado u órgano autonómico equivalente.

Sobre ello se ha pronunciado el Tribunal Supremo en numerosas ocasiones, entre otras, en las Sentencias de 26 de noviembre y de 2 de diciembre de 2003 (dictadas respectivamente en los recursos de casación números 8237, 8113 y 8114 de 1999), declarando que no es exigible el dictamen del Consejo de Estado en la tramitación de los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales, porque se trata de un instrumento de planificación de los recursos naturales, porque los mismos no ejecutan propiamente la Ley, en el sentido de precisar, desarrollar o completar sus previsiones normativas, sino que se limitan al estudio de un concreto ámbito territorial con la finalidad de adecuar la gestión de sus recursos naturales a los principios inspiradores de las Leyes. 

Ahora bien, el decreto proyectado no constituye un supuesto de ejercicio de esa actividad planificadora, no supone la simple aplicación de lo dispuesto en la normativa sino el ejercicio de potestad reglamentaria por el Gobierno Foral, encontrándose incluido dicho decreto en la categoría o concepto de reglamento ejecutivo, carácter que dimana, tal y como ha quedado expuesto anteriormente, de su función de desarrollo del contenido de diversos preceptos de la Norma Foral 11/2007, de 26 de marzo, de Montes.
De cuanto antecede hay que concluir que, consistiendo el proyecto de decreto foral, que se somete a dictamen, en el desarrollo reglamentario de los contenidos de la Norma Foral 11/2007, de Montes, en cuanto a la determinación de las bases y contenidos que han de incluir dos instrumentos de planificación forestal contemplados en dicha Norma, concretamente, los PTGFS y los PSGFS, siendo esta materia de competencia exclusiva del Territorio Histórico, debe ser objeto del preceptivo dictamen de esta Comisión Consultiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.1.b) del Decreto Foral 40/1999, de 30 de marzo, que crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava y aprueba su Reglamento Orgánico.

Asimismo procede apuntar que, conforme a lo dispuesto en el artículo 5 del Reglamento Orgánico, el informe de la Comisión Consultiva no es vinculante.

2. Competencia orgánica y habilitación normativa.

El artículo 3.2 de la Norma Foral de Montes 11/2007, en consonancia con lo dispuesto en el artículo 15 de la Norma Foral de 7 de marzo de 1983, sobre Organización Institucional del Territorio Histórico de Álava, atribuye a la Diputación Foral de Álava la potestad reglamentaria para el desarrollo de la normativa de montes, sin perjuicio de las potestades que concede a las entidades locales titulares de montes públicos. Asimismo, la disposición adicional segunda de dicha Norma contiene una habilitación de carácter general, a favor de la Diputación Foral, para dictar “las disposiciones que considere necesarias para su aplicación y desarrollo”.

Más específicamente es el artículo 34 de la citada Norma Foral de Montes el que faculta a la Diputación Foral para determinar las bases y contenidos mínimos que deberán incluir los instrumentos de ordenación y gestión reconocidos en la mencionada Norma Foral así como para establecer los casos en los que proceda la redacción de dichos instrumentos.

Por lo que se refiere a la competencia del departamento impulsor de la presente iniciativa normativa, de acuerdo con lo dispuesto en el Decreto Foral del Diputado General 132/2015, de 3 de julio, por el que se determinan los departamentos de la Diputación Foral de Álava para la legislatura 2015-2019, el Departamento de Agricultura ejerce las funciones y competencias relativas a montes por lo éste deberá proponer al Consejo de Gobierno Foral la reglamentación del contenido, aprobación, vigencia, revisión y seguimiento de los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible (PTGFS) y de los Planes Simples de Gestión Forestal Sostenible (PSGFS).

Por otra parte, el artículo 7.2 de la Norma Foral 52/1992, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de la Diputación Foral de Álava, establece que, en el ejercicio de la potestad reglamentaria, corresponde al Consejo de Diputados "(…) aprobar, mediante decretos forales, reglamentos de ejecución y desarrollo de las normas forales (…)".

El rango de la disposición que se propone es el de disposición reglamentaria con la forma de decreto foral del Consejo de Gobierno Foral, el mismo que se empleó en el año 2010 para regular por primera vez las disposiciones generales reguladoras del contenido, la aprobación, la vigencia, la revisión y el seguimiento de los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible (PTGFS) y de los Planes Simples de Gestión Forestal Sostenible (PSGFS), no viéndose inconveniente para que esta nueva regulación se realice con el mismo tipo de disposición normativa.

3. Procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general.

El Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 23 de mayo, aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, las guías para la elaboración de los informes de impacto normativo y de impacto de género y las directrices de técnica normativa (BOTHA nº 62, de 2 de junio de 2017). Su disposición final señala que el mismo entrará en vigor al día siguiente de su publicación y su disposición transitoria dispone que los procedimientos de elaboración de disposiciones de carácter general iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del mismo se tramitarán, hasta su conclusión, de acuerdo con la normativa anterior.

El procedimiento de elaboración del proyecto sometido a dictamen se inició previamente a la publicación en el BOTHA del aludido Decreto Foral. Por tanto, en este caso será de aplicación al mismo la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante LPAC) y, en lo que no contradiga a la misma, el anterior Decreto Foral 48/2003, de 31 de julio, que regulaba el procedimiento para la elaboración de disposiciones de carácter general y las directrices de técnica normativa.

Respecto a la tramitación de la propuesta, la misma  ha sido elaborada por el órgano competente, el Servicio de Montes del Departamento de Agricultura de la Diputación Foral de Álava. Dicho Servicio ha emitido el cuestionario para la valoración de propuestas normativas, un escrito explicativo de la conveniencia, oportunidad y motivos que justifican la nueva regulación y un informe complementario sobre las principales modificaciones respecto al decreto anterior.

Entiende el Servicio de Montes que en este supuesto no ha sido preciso realizar el trámite de consulta pública previa puesto que la tramitación del proyecto de decreto se inició con anterioridad a la entrada en vigor del Decreto Foral 29/2017 y, que, por lo tanto, ha de regirse por lo dispuesto en el anterior decreto regulador de la materia, esto es, el Decreto Foral 48/2003. Así se afirma en el informe del Jefe del Servicio de Montes, de 31 de octubre de 2017, relativo al resultado del trámite de audiencia en la elaboración  de disposiciones de carácter general, cuando indica que “dentro del apartado 2, aspectos formales y procedimentales, concretamente en el sub-apartado 2.4, audiencia, del documento relativo al procedimiento para la elaboración de disposiciones de carácter general (Decreto 48/2003, del Consejo de Diputados, de 31 de julio, dado que este asunto se ha iniciado con anterioridad a la entrada en vigor de la nueva normativa), se determina la preceptividad del trámite de audiencia pública del Proyecto de disposición de carácter general y su cumplimiento mediante la publicación en el BOTHA de referencia)”

Discrepa esta Comisión Consultiva con este criterio y considera que debería entenderse de aplicación el artículo 133 de la LPAC, relativo a la participación de la ciudadanía en el procedimiento de elaboración de normas con rango de ley y reglamentos,  ya que el mismo dispone, con carácter básico y de obligado cumplimiento desde el 2 de octubre de 2016, que el trámite de consulta previa es preceptivo, pudiendo prescindirse del  mismo en los casos enumerados en su punto 4º.  

En el caso sometido a estudio se ha incumplido con la observancia del aludido trámite al no existir en el expediente justificación de estar incurso en alguno de los supuestos que permiten prescindir del trámite de consulta pública previa conforme al citado precepto. 

Sin embargo, en lo que respecta al trámite de audiencia e información pública que prescribe el artículo 4 del citado Decreto Foral 48/2003 y la Ley 39/2015, este preceptivo trámite ha sido cumplido mediante la publicación de un anuncio en el BOTHA nº 47, de 26 de abril de 2017, en el que se pone a disposición de quien lo solicite el texto del Proyecto a fin de que pueda realizar las observaciones que estime pertinentes en el plazo de 15 días.  Consta acreditado que en esta fase de audiencia se recibieron alegaciones por parte del Colegio Oficial de Biólogos de Euskadi como de la Asociación de Forestalistas de Álava.  A la vista de ellas y del informe que sobre las mismas emitió el Servicio de Montes del Departamento Foral de Agricultura, se procedió a adaptar el texto inicial admitiendo la alegación presentada por el mencionado Colegio Oficial. 

En lo relativo a otros trámites de obligado cumplimiento establecidos en la LPAC, en la parte expositiva del proyecto de decreto queda suficientemente justificada la adecuación del mismo a los principios de buena regulación fijados en su artículo 129. Por otro lado, existe previsión de la tramitación del decreto en el Plan Anual Normativo de la Diputación Foral de Álava para 2018, aprobado por Acuerdo 815/2017 del Consejo de Gobierno Foral de 29 de diciembre.

III. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

La disposición normativa consta de una parte expositiva, 7 artículos, 1 disposición transitoria, 1 disposición derogatoria, 1 disposición final y 3 anexos (anexo I, relativo al contenido de los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible, anexo II con el contenido de los Planes Simples de Gestión Forestal Sostenible y anexo III con las normas para la presentación de ambos tipos de Planes. 

· La parte expositiva cumple con su finalidad, señalando el objeto de la disposición norma, la competencia para establecer la regulación y que se ha cumplido con el trámite de audiencia pública mediante su publicación en el BOTHA. 

· El artículo 1 fija como objeto establecer las disposiciones generales para regular el contenido, aprobación, vigencia, revisión y seguimiento de los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible y de los Planes Simples de Gestión Forestal Sostenible.

· El artículo 2 delimita el concepto de los Planes y su ámbito de aplicación.

· El artículo 3 indica la finalidad de los Planes.

· El artículo 4 desarrolla el contenido de ambos tipos de instrumentos de ordenación

· El artículo 5, dedicado a la elaboración, tramitación y aprobación de los mismos.

· El artículo 6, sobre su vigencia.

· El artículo 7, relativo a su posible revisión y modificación.

· La disposición transitoria, referida a los Planes Técnicos aprobados con anterioridad a la entrada en vigor del nuevo decreto.

· La disposición derogatoria.

· La disposición final establece que la norma entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el BOTHA.

IV. – ANÁLISIS DEL CONTENIDO DEL PROYECTO.

El proyecto de decreto sometido a dictamen tiene un marcado carácter técnico que se plasma, entre otros aspectos, en el empleo de una terminología específica del sector y de la naturaleza, eminentemente, técnica forestal del contenido de los planes de ordenación y de los instrumentos de gestión forestal. Atendiendo a estas circunstancias el presente dictamen queda reducido a una valoración de conjunto ceñida a los aspectos puramente jurídicos.  

- Parte expositiva:

Tal y como dispone el Anexo IV del Decreto Foral 29/2017, del Consejo de Gobierno de 23 de mayo, la parte expositiva de una disposición ha de explicar el objeto y finalidad de la norma, resumiendo sucintamente su contenido para una mejor comprensión del texto y de las novedades que introduce en la regulación, así como aludir a las competencias y habilitaciones en cuyo ejercicio se dicta.

A diferencia de lo que ocurría en el anterior Decreto 61/2010 que se va a derogar, el proyecto normativo ahora analizado sí que cumple dicha previsión ya que expresa sucintamente las finalidades perseguidas, los principios inspiradores y los fundamentos legales que habilitan y recomiendan la finalidad perseguida por la misma o los principios que determinan la necesidad de establecer nuevas instrucciones para la redacción, aprobación, seguimiento y revisión de los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible.  Además en dicha parte expositiva queda suficientemente justificada la adecuación de la disposición a los principios de buena regulación establecidos, con carácter básico, en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común, y recogidos en el artículo 3 del procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general del Anexo I del ya mencionado Decreto 29/2017.

Si bien al final de la parte expositiva se indica que se ha evacuado dictamen por la Comisión Consultiva, conforme a lo establecido en el artículo 23 de su Reglamento Orgánico, aprobado por Decreto Foral 40/1999, el decreto foral que, en su caso, se apruebe, deberá expresar que ha sido sometido a la consideración previa de la Comisión Consultiva y si es conforme o, por el contrario, se separa del dictamen de la Comisión, entendiendo referida la conformidad o disconformidad a las observaciones que puedan ser calificadas de esencial a lo largo del presente dictamen.
- Artículo 1: Objeto.

En aras a una mayor seguridad jurídica, cabe destacar, respecto del anterior Decreto 61/2010, la mejoría en la técnica empleada ya que aquél, en su artículo 1, bajo la rúbrica de objeto, no sólo definía el mismo sino que iba más allá al detallar el objetivo de las instrucciones que se establecían por medio de dicha disposición, los fundamentos y razones de su aprobación, dejando vacía de contenido su parte expositiva.  Sin embargo, el artículo 1 del nuevo decreto limita su objeto al establecimiento de unas instrucciones para regular el contenido, la aprobación, la vigencia, la revisión y el seguimiento de los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible, recogiendo el resto de aspectos en el lugar adecuado para ello, esto es, en la parte expositiva.

- Artículo 2: Concepto y ámbito de aplicación.

En cuanto al contenido material de este artículo, el mismo plantea una serie de cuestiones si se pone en relación con la normativa básica estatal, con la Norma Foral de Montes 11/2007 y con el Decreto Foral 61/2010 que se pretende derogar.  Es por ello que, a medida que se vaya analizando cada uno de los apartados del artículo 2, se harán los oportunos comentarios al respecto.

· El apartado 1 del artículo 2 del texto objeto de dictamen, tras mencionar los nuevos planes, es decir, los Planes Simples de Gestión Forestal sostenible, ofrece una definición común para éstos y para los ya existentes Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible.  Se trata de un concepto similar al establecido en la normativa básica estatal, pero más completo que el recogido en el Decreto 61/2010 ya que, mientras que éste simplemente los circunscribe a documentos técnicos que organizan en el tiempo y espacio el régimen de gestión de una superficie forestal, el nuevo decreto añade que deberán garantizar una gestión mediante técnicas sostenibles y que puedan integrar todos los aspectos de multifuncionalidad que puedan darse en el concreto espacio forestal al que se refieren.

Por otro lado, si bien la anterior regulación, a la hora de definir el concepto de los PTGFS, establecía determinados requisitos a cumplimentar en el proceso de su elaboración, en el nuevo texto normativo, con buen criterio, se suprime dicha previsión y se traslada al artículo 5, dedicado a la elaboración, tramitación y aprobación de los Planes. 

· Por otro lado, el apartado 2 del artículo 2 del proyecto de decreto foral, al delimitar el ámbito de aplicación del mismo, incluye los montes o terrenos forestales incluidos dentro del Territorio Histórico de Álava, ya sean públicos o privados, de manera similar al Decreto 61/2010.

Si bien en un primer momento la Ley 43/2003 de Montes exigía, en su redacción originaria, la aprobación de proyectos de ordenación, planes dasocráticos u otros instrumentos similares para todos los montes públicos y privados, posteriormente, a través la Ley 21/2015, de 20 de julio, -que modifica la citada Ley 43/2003-,  se reducen los supuestos de montes que necesitan ordenación (a través de un proyecto de ordenación, plan dasocrático u otro instrumento equivalente) a los casos de montes declarados de utilidad pública (de entre los públicos) y a los montes protectores (de entre los privados), permitiendo su artículo 35.5 que las comunidades autónomas, la Diputación Foral en nuestro caso,  fijen criterios para que determinados montes públicos no catalogados o privados no protectores sean sometidos a ordenación forestal. 

A este respecto advertir que el nuevo texto normativo que se somete a esta Comisión no dispone de supuestos concretos en los que han de ser obligatorios los PTGFS y los PSGFS sino que, de igual manera que el Decreto 61/2010, mantiene la ordenación forestal a través de planes técnicos para cualquier tipo de monte, esto es, para todos los montes públicos y todos los privados, con independencia de si son o o no catalogados o protectores. 

Es reseñable que el cambio normativo de la legislación básica no haya tenido reflejo en el proyecto normativo sometido a dictamen y tampoco en la Norma Foral 11/2007, máxime si se tiene en cuenta que el objetivo de dichas modificaciones en la normativa estatal era el mismo que el que persigue el nuevo decreto foral, esto es, la simplificación de la gestión forestal sostenible.

Por otro lado, conviene señalar que es la Norma Foral la que debe definir las distintas figuras de ordenación y gestión forestal, debiendo limitarse los decretos forales a su ulterior desarrollo, pero en ningún caso a suplir a la Norma Foral ya que la definición y delimitación de los instrumentos  constituye materia reservada a norma foral.  En consecuencia, se propone añadir al final del apartado 2 del artículo 2 del proyecto normativo, “de conformidad con lo dispuesto en la Norma Foral 11/2007, de 26 de marzo, de Montes”. 

· En relación a la delimitación del espacio forestal al que son de aplicación los PTGFS,  el apartado 3 del artículo 2 del proyecto de decreto individualiza, singulariza los PSGFS para aquellas superficies de un o una titular inferiores a 20 hectáreas de forma continua o superior a 35 hectáreas de forma discontinua.  Además, comparándolo con el Decreto 61/2010, en el nuevo texto se elimina tanto la posibilidad de que las parcelas sujetas a los Planes Técnicos estén ubicadas en más de un Territorio Histórico como los Planes Técnicos Parciales para supuestos excepcionales y justificados.

En relación con los citados PSGFS, en el informe del Servicio de Montes de 12 de febrero de 2018 se circunscriben los mismos para superficies objeto de planificación pequeñas, de menos de 20 hectáras en una superficie continua y de menos de 35 hectáreas en una superficie discontinua, lo cual entra en contradicción con las medidas reflejadas en el apartado 2 del artículo 2 del decreto proyectado.

En consecuencia, deberían revisarse las medidas de la superficie a ordenar a través de los PSGFS al objeto de aclarar si la correcta es la indicada en el citado informe o la recogida en la parte expositiva y en el artículo 2.3 del texto normativo a examinar por la Comisión.

En todo caso, a la vista de todo lo expuesto anteriormente al analizar el ámbito de aplicación descrito en el artículo 2 del decreto proyectado, conviene realizar una consideración de especial relevancia ya que se observa que la normativa foral no se acomoda al régimen dispuesto en la Ley básica, pues en ningún momento se establece la obligatoriedad de ordenación de los montes catalogados y de los protectores.  Por otra parte, porque es evidente la falta de definición de los instrumentos de planificación forestal y las características de las superficies a ordenar.  Es por ello que, en aras a poner fin a dicha situación de inseguridad jurídica, se propone una revisión de toda la regulación de ordenación y gestión forestal en el Territorio Histórico de Álava contenida en la Norma Foral 11/2007 y en sus disposiciones de desarrollo así como la concreta delimitación de los distintos instrumentos de ordenación en función de la extensión y/o tipo de monte o terreno forestal.  

- Artículo 3: Finalidad.

La elaboración y aprobación de los PTGFS y los PSGFS persiguen asegurar la persistencia del monte y mejorar su rentabilidad, pero siempre con respeto de los criterios ambientales y sociales de la gestión sostenible  y de los indicadores de gestión forestal sostenible.

En la anterior regulación se hacía referencia expresa al cumplimiento de los “indicadores de la norma UNE 162002-1 (Gestión Forestal Sostenible: Criterios e indicadores de la unidad de gestión)”.  Se ha omitido la mención a dicha norma UNE y en su lugar se habla de cumplir “los criterios e indicadores de gestión forestal”.  Resulta conveniente la no mención expresa a dicha norma UNE ya que la misma puede quedar desfasada o derogada en un momento dado, pero tal vez sería aconsejable especificar más el tipo de indicadores, es decir, añadir que se trata de los criterios e indicadores de gestión forestal sostenible fijados en las normas de la Asociación Española de Normalización y Certificación (AENOR).

- Artículo 4: Contenido de los Planes.

Los apartados a) y b) de dicho artículo disponen el contenido mínimo a observar en los PTGFS y en los PSGFS, respectivamente, contenido que aparece recogido de forma estructurada en los modelos contenidos en los Anexos I y II del decreto foral. 

En primer lugar, procede advertir que al inicio de la redacción de ambos apartados a) y b) se establece que los Planes “deberán incluir los siguientes contenidos, que se recogen de forma estructurada en el Anexo I al presente articulado”. De una simple lectura se deduce que las tres últimas palabras “al presente articulado” carecen de sentido por lo que se recomienda su supresión. 
Por otro lado, del contraste del contenido de ambos tipos de Planes se observa que es bastante similar en lo relativo a estado legal, natural, forestal de las parcelas o terrenos incluidos en los mismos, con identificación de las fincas, su descripción legal y administrativa así como del medio físico y natural a los que se han de acompañar los programas de aprovechamientos y actuaciones, en la medida en que sea preceptivo en base a la normativa aplicable, evaluación de impacto ambiental, que permita el seguimiento de la gestión forestal que se recoge, haciendo especial mención a las directrices de gestión forestal sostenible que han de especificarse en dichos Planes. 

Únicamente difiere el contenido de ambos instrumentos de ordenación forestal en dos aspectos: por un lado, en la exigencia de una muy detallada ficha descriptiva de las unidades de actuación en el caso de los PTGFS; por otro lado, en lo relativo a la cartografía ya que, mientras que para los PTGFS se exige la inclusión de un plano general de las parcelas a escala adecuada, otro plan catastral y un tercer plano topográfico a escala detallada, para los PSGFS es suficiente con aportar las fichas gráficas del catastro pudiendo solicitar al Servicio de Montes los planos que se consideren de interés.  

Respecto al contenido de los PTGFS exigido en el Decreto 61/2010, en la nueva redacción del decreto se omiten tres datos: la estimación del beneficio neto de la gestión forestal durante la vigencia del Plan, la estimación del empleo a generar durante el mismo período y aspectos relativos a seguridad y salud en el trabajo.  Llama la atención que se advierte tal supresión en el informe del Servicio de Montes de 12 de febrero de 2018, pero no se indica motivo o razón alguna que lo justifique. 

Por último, desde el punto de vista de técnica normativa, de acuerdo con lo establecido en el apartado 3 de la letra de d) del apartado D de la primera de las directrices de técnica normativa para la elaboración de proyectos de disposiciones de carácter general, recogidas en el Anexo IV del Decreto Foral 29/2017, de 23 de mayo, cuando sea necesario dividir el contenido de un artículo en apartados distintos deberá realizarse en cardinales arábigos.  Asimismo indica que cuando hayan de subdividirse dichos apartados se hará en párrafos señalados con letras minúsculas ordenadas alfabéticamente a partir de la a y envueltas con el signo de paréntesis posterior.   Es por ello que se sugiere la adecuación de la división del contenido del artículo 4 del proyecto de decreto a lo dispuesto anteriormente.
- Artículo 5: Elaboración, tramitación y aprobación de los Planes.

Si bien en un primer momento se atribuía la redacción de los Planes a personal técnico forestal competente, el apartado 1 del artículo 5 del proyecto ahora sometido a consideración de la Comisión Consultiva, dispone, como consecuencia de una aportación realizada por el Colegio Oficial de Biólogos de Euskadi en el trámite de información pública, que la elaboración de los Planes ha de ser dirigida y supervisada por profesionales con titulación forestal universitaria, en clara concordancia con lo dispuesto en el artículo 33.4 de la Ley de Montes. 

Además añade dicho apartado 1 que los Planes han de respetar lo establecido en los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales y los Planes Rectores del Uso y Gestión, en el caso de tratarse de Espacios Naturales Protegidos, así como, en el caso de tratarse de lugares de Interés Comunitario, lo dispuesto en los Planes de Gestión que les sean de aplicación. También deben contemplar los criterios y las normas tendentes a la protección de las especies de flora y fauna protegidas  Ahora bien, en ningún momento alude a la necesidad de respetar también lo dispuesto en los Planes de Ordenación de los Recursos Forestales, tal y como indica el apartado 4 del artículo 33 de la Ley de Montes al disponer que la elaboración de los proyectos de ordenación y los planes de gestión deberá tener como referencia, en su caso, el Plan de Ordenación en cuyo ámbito se encuentre el monte.  Por tanto, como observación esencial, sería conveniente prever asimismo expresamente dicha sujeción o respeto al Plan de Ordenación que corresponda. 

En otro orden de cosas, el apartado 2 y siguientes del artículo 5 hacen referencia a la tramitación de los Planes, a su presentación en formato papel e informático según las normas recogidas en el anexo III, a los aspectos a tener en cuenta para su aprobación  (persistencia de las masas forestales, mantenimiento de la biodiversidad y medio natural, viabilidad técnico-económica, adecuación a los principios aprobados por las Conferencias Interministeriales de Protección de los bosques de Europa).

Obviamente, y más aún con la nueva regulación que no contempla la posibilidad que recogía el Decreto 61/2010 de incluir en los planes de gestión parcelas ubicadas en otros Territorios Históricos, la resolución aprobatoria habrá de ceñirse a las unidades de actuación ubicadas en el ámbito del Territorio Histórico de Álava, aunque el PTGFS incluya unidades de actuación ubicadas en otros Territorios Históricos o provincias.

Por otro lado, el apartado 5 del mismo artículo 5 indica que la aprobación de los PTGFS se realizará, mediante orden foral del titular del departamento competente en materia de montes, en el plazo de seis meses desde la presentación de la totalidad de la documentación, mientras que para los PSGFS se reduce el plazo a tres meses y se asigna la aprobación a la dirección competente en materia de montes. Dicha atribución competencial a distintos cargos públicos contradice lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 32 de la Norma Foral de Montes, el cual asigna la aprobación de los instrumentos de ordenación y gestión o planes al titular del departamento competente en materia de montes.  Para ser respetuoso con dicha prescripción, como observación esencial, deberá atribuirse la facultad de ratificar los planes técnicos de gestión, ya sean PTGFS o PSGFS, al titular del departamento competente en materia de montes por lo que se propone. 

Finalmente, la falta de resolución expresa en plazo tendrá efectos positivos, esto es, se entenderá como estimación de la solicitud de aprobación de los Planes, debiendo motivar debidamente las denegaciones y sugerir las modificaciones a efectuar para conseguir la posterior aprobación.

A diferencia del artículo equivalente del Decreto 61/2010, en el nuevo decreto no se prevé la existencia en el Servicio de Montes de un registro actualizado de Planes de Gestión en vigor.

- Artículo 6: Vigencia.

Fija para ambos tipos de Planes un plazo de duración de 20 años sin posibilidad de prórroga, previendo la posible suspensión de vigencia si se detectan incumplimientos graves relativos a las actuaciones contenidas en los Planes. 

- Artículo 7: Revisión y modificación de los Planes.

Concluye este artículo con la posibilidad de su revisión antes de finalizar el plazo de vigencia, a solicitud de las personas interesadas, siempre y cuando concurran causas justificadas.  En cuanto al procedimiento de revisión es el mismo que el previsto para la aprobación de los Planes.

Por otro lado, de manera similar al Decreto 61/2010, impone al titular de un Plan la obligación de comunicar al Servicio de Montes modificaciones sustanciales de alguna actuación contemplada en el Plan así como cambios de datos de titularidad, superficie o condición de los PTGFS y PSGFS. No obstante, en lo relativo a la transmisión de parcelas, sin justificación alguna, se suprime el plazo de seis meses fijado en el anterior decreto para comunicar tal circunstancia. No se encuentran razones objetivas para eliminar dicho plazo máximo.

El último apartado del artículo 7 reconoce a la Administración Forestal la facultad de solicitarle cuanta información se estime pertinente para llevar a cabo un adecuado control y seguimiento del cumplimiento de los citados instrumentos de ordenación y gestión forestal.  Además prevé que el incumplimiento de estos deberes se puede sancionar con la suspensión de la vigencia del Plan correspondiente.

- Disposición transitoria.

Tal vez resulte oportuno introducir un régimen transitorio para aquellos PTGFS cuya redacción se hubiera contratado con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del decreto objeto de dictamen, previendo que los mismos se redactarán conforme al decreto en vigor en el momento de la firma de contrato, esto es, conforme al Decreto 61/2010, del Consejo de Gobierno Foral de 14 de diciembre.

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, conviene añadir que la vigencia, revisión y posible modificación de los Planes constituyen piezas básicas de los instrumentos de ordenación y gestión forestal. Al ser elementos básicos de su delimitación, conforman unos mínimos que han de ser objeto de previsión en norma foral. Es por ello que se contemplen expresamente en la Norma Foral de Montes.

- Disposición derogatoria.

Deroga el Decreto 61/2010, del Consejo de Gobierno de 14 de diciembre, que establece las disposiciones generales reguladoras del contenido, aprobación, revisión y seguimiento de los Planes Técnicos de Gestión Forestal Sostenible (PTGFS).

- Disposición final única fija la entrada en vigor de esta normativa al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial del Territorio Histórico de Álava.

ANEXOS I y II

Las letras a) y b) del artículo 4 del decreto objeto de dictamen disponen que los PTGFS y los PSGFS deberán incluir el contenido dispuesto en dichas letras, el cual se recoge de forma estructurada en los respectivos anexos I y II.  

Ahora bien, conviene señalar que algunos conceptos enumerados en el artículo 4 luego no aparecen reflejados en los modelos de los anexos.  A modo ilustrativo, apuntar que en el apartado 1 de las letras a) y b) del artículo 4 se incluye, entre los datos generales, la fecha de revisión,  pero, pese a ello,  dicha fecha no aparece recogida como dato general del apartado I de los modelos de los anexos I y II.  

Además, en los modelos de los anexos no se respeta el orden dispuesto en el artículo 4  ya que, por ejemplo:

· en el apartado I de las letras a) y b) del artículo 4 aparece el objetivo de gestión dentro de los datos generales, pero, sin embargo, en los modelos de los anexos I y II ese detalle no aparece en su apartado 1 de datos generales sino que figura como dato independiente en el apartado IV de dichos modelos, bajo el título “objetivo de gestión”;

· el apartado II de las letras a) y b) del artículo 4 contienen la descripción legal, administrativa y de parcelación, pero dicha información luego no se encuentra en el correlativo apartado 2 de los anexos I y II sino que se recoge en el 5.

· el contenido del apartado III de la letra a) del artículo 4 no aparece en el correlativo apartado 3 del anexo I sino en el 2, bajo el título TABLA RESUMEN DEL PLAN DE GESTIÓN.  Justo después de dicho título aparece la transcripción del apartado III de la letra a) del artículo 4 del presente decreto indicando entre paréntesis (ver apartado 5.4.2) cuando en realidad debe decir (ver artículo 4 a) III).

· el contenido del apartado III de la letra b) del artículo 4 no aparece en el correlativo apartado 3 del anexo II sino en el 4, bajo el título ESTADO LEGAL.  Justo después de dicho título aparece la transcripción del apartado III de la letra B) del artículo 4 del presente decreto sin indicar que corresponde a dicho artículo.

Por otro lado, en el título del apartado 1.3 del Anexo II, datos de las personas propietarias del plan, se recomienda sustituir la palabra “propietarias” por  “titulares”, entre otras cosas, para que quede en consonancia con la redacción empleada a lo largo de todo el texto normativo. 

A la vista de lo anteriormente expuesto y teniendo en cuenta que se ha indicado a modo de ejemplo sin ser exhaustivo, se sugiere revisar los anexos I y II al efecto de que los mismos se adecúen a lo dispuesto en el artículo 4 del decreto proyectado, tanto en lo relativo al contenido como en lo referente a concordancia numérica de apartados.
ANEXO III

El artículo 5.2 del proyecto normativo se remite a este anexo, el cual concreta la información a adjuntar, en soporte papel, a los PTGFS y los PSGFS, admitiendo la posibilidad de presentar en soporte electrónico tanto los concretos Planes como la cartografía.
CONCLUSIONES

Primera.- Es preceptivo el dictamen de la Comisión consultiva al consistir el objeto del proyecto de Decreto Foral en la regulación reglamentaria de una materia de competencia exclusiva del Territorio Histórico.

Segunda.- Se propone que, con anterioridad a que el proyecto sea sometido al Consejo de Gobierno Foral para su aprobación, se adapte dicho proyecto a las observaciones esenciales contenidas en el apartado IV del presente dictamen, y sean consideradas las restantes observaciones contenidas en el dictamen.
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